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Crim. Núm: 
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Sobre: 
TENT 

A182/APROPIACIÓN 

ILEGAL AGRAVADA 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la Juez 
Cintrón Cintrón y  la Juez Rivera Marchand. 

 
Rivera Marchand, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

 

 Comparece ante nosotros, por derecho propio, el Sr. Raúl 

Rodríguez Morales (señor Rodríguez Morales o peticionario) y nos 

solicita una enmienda a su sentencia de reclusión que le impuso el 

Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala de San Juan, el 15 de 

octubre de 2013. La Sentencia cuya modificación solicita fue el 

resultado de un pre acuerdo mediante el cual le reclasificaron el 

delito imputado de robo a tentativa de apropiación ilegal agravada. 

Según el peticionario, la pena correcta que se le debió establecer 

era de 1 año y 6 meses equivalente a la mitad  de la pena fija de 3 

años establecida por el Código Penal de Puerto Rico para el delito 

de apropiación ilegal de bienes valorados en $500 o menos. 

El peticionario solicita, además, que le ordenemos a la 

cadena de restaurantes de comida rápida conocida como Wendy’s 

a entregar copia de videos de las cámaras de seguridad que  

ubican en sus oficinas centrales. Según el señor Rodríguez 

Morales, los videos son necesarios para probar la inocencia en el 

caso. De igual manera, el señor Rodríguez Morales nos pide una 
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orden dirigida a la víctima del caso para que ésta provea copia de 

los recibos de compra de los bienes apropiados. Para culminar, el 

señor Rodríguez Morales solicita una orden de excarcelación e 

indemnización por alegados daños en caso de no entregarle la 

información mencionada. 

Examinamos el escrito apelativo del señor Rodríguez Morales 

y el 30 de junio de 2016 ordenamos que se elevaran los autos 

originales del Crim. Núm. K BD2013G0816. Además, le solicitamos 

a la parte recurrida su posición respecto al recurso. De los autos 

originales surge que, en efecto, el señor Rodríguez Morales fue 

sentenciado a cumplir 4 años de prisión tras hacer alegación de 

culpabilidad por el delito de tentativa del Art. 182 del Código 

Penal.1 El 9 de julio de 2015, el señor Rodríguez Morales presentó 

una Moción por derecho propio sobre bonificaciones. En dicha 

moción, el aquí peticionario expresó que había revisado el Código 

Penal y entendía que el foro primario podía ayudarle a “mejorar” la 

Sentencia o buscar otras alternativas para lograr su 

rehabilitación.2 El TPI declaró no ha lugar la solicitud del señor 

Rodríguez Morales el 13 de julio de 2015 y la decisión fue 

notificada al día siguiente.3 La decisión del TPI no fue objeto de 

revisión ante el Tribunal de Apelaciones. 

El 3 de diciembre de 2015, el señor Rodríguez Morales 

presentó un escrito ante el foro de primera instancia mediante el 

cual expresó que fue sentenciado al amparo del Código Penal de 

2004. Además, indicó que entendía que la pena impuesta fue 

desproporcional y procedía enmendarla a tenor con la Ley Núm. 

246-2014.4 El TPI le solicitó al Ministerio Público que expresara su 

posición y, vencido el término concedido sin la comparecencia 

solicitada, declaró no ha lugar la solicitud del señor Rodríguez 

                                                 
1 Autos originales, pág. 8. 
2 Íd., pág. 10. 
3 Íd., pág. 11. 
4 Íd., págs. 12-16. 
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Morales.5 La decisión del TPI fue dictada el 4 de enero de 2016 y 

fue notificada el día 8 del mismo mes y año.6 

El 22 de enero de 2016, el señor Rodríguez Morales instó 

una Moción al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 

34 L.P.R.A. Ap. II R. 192.1 y mediante el principio de favorabilidad 

del Art. 4 de la nuevo Ley Núm. 246.7 En dicha moción, el 

peticionario reiteró que procedía enmendar su sentencia de 

conformidad con las enmiendas introducidas por la Ley Núm. 246-

2014.8 El TPI la acogió como una solicitud de reconsideración y la 

declaró no ha lugar el 29 de enero de 2016.9 La resolución del foro 

primario fue notificada el 2 de febrero de 2016.10 La decisión sobre 

la solicitud de enmienda a la sentencia no fue objeto de revisión 

ante el Tribunal de Apelaciones. 

El 3 de marzo de 2016,  el señor Rodríguez Morales presentó 

un escrito mediante la cual le solicitó al TPI que le facilitaran copia 

de: la minuta del día que se le impuso la sentencia, la sentencia, 

las denuncias y la declaración jurada del perjudicado para poder 

presentarle a dicho foro una moción.11 El TPI ordenó que se le 

proveyera la copia de la minuta y la sentencia tras el pago de los 

aranceles correspondientes, pero declaró no ha lugar la entrega de 

la declaración jurada porque ésta no era parte del expediente.12 En 

cuanto al pago de los aranceles, el foro primario le expresó que en 

la alternativa podía completar el documento para litigar como 

indigente y anejó el formulario. La decisión del TPI fue dictada el 

15 de marzo de 2016 y notificada el 21 siguiente.13 

                                                 
5 Íd., pág. 18. 
6 Íd. 
7 Íd., pág. 19. 
8 Íd., págs. 19-25. 
9 Íd., pág. 26. 
10 Íd. 
11 Íd., págs. 28-29. 
12 Íd., pág. 29. 
13 Íd. 
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El señor Rodríguez Morales completó el formulario y lo 

sometió el 16 de abril de 2016.14 El TPI no se pronunció sobre la 

solicitud del señor Rodríguez Morales para litigar como indigente. 

Sobre este particular, el TPI se limitó a darse por enterado y así se 

lo notificó al peticionario el 25 de abril de 2016. Aparentemente 

inconforme con las decisiones del TPI según reseñadas, el 

peticionario acudió ante nosotros mediante recurso de certiorari 

suscrito el 6 de junio de 2016. 

Podemos colegir de lo anterior que el interés del señor 

Rodríguez Morales es que se atiendan unas solicitudes ante la 

alegada inacción de la Secretaría de proveerle copia de unos 

documentos del expediente judicial. No existe prueba en el 

expediente de gestión alguna que el peticionario hubiese hecho 

ante el TPI para dilucidar la cuestión del presunto incumplimiento 

de la Secretaria. Respecto a los asuntos relacionados con la 

solicitud de enmienda a la sentencia impuesta, éstos fueron 

adjudicados desde la decisión notificada el 2 de febrero de 2016 

que denegó la solicitud de reconsideración. De dicha determinación 

no se recurrió al Tribunal de Apelaciones. En consecuencia, el 

dictamen es final y firme. 

La parte recurrida compareció, a través de la Oficina de la 

Procuradora General, en cumplimiento de nuestra Resolución 

dictada el 30 de junio de 2016. La Procuradora solicitó la 

desestimación del recurso tras argumentar que la denegatoria a la 

moción de enmienda a la sentencia no fue objeto de revisión ante 

el Tribunal de Apelaciones y, en consecuencia, advino final y firme. 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, procedemos a 

resolver el recurso apelativo ante nuestra consideración. 

La Sección 2 del Art. V de la Constitución del Estado Libre 

Asociado, L.P.R.A., Tomo I, establece un sistema judicial unificado 

                                                 
14 ‘Id., págs. 31-33. 
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en relación con la jurisdicción, funcionamiento y administración de 

los tribunales. Véase, además, Art. 2.001 de Ley de la Judicatura 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (Ley de la Judicatura), 

Ley Núm. 201-2003, 4 L.P.R.A. sec. 24b. Los términos jurisdicción, 

funcionamiento y administración deben interpretarse liberalmente 

para poder alcanzar el propósito de unificación. Vives Vázquez v. 

E.L.A., 142 D.P.R. 117, 135 (1996). 

La jurisdicción le reconoce al sistema judicial la facultad o 

autoridad para resolver casos y controversias. Vives Vázquez v. 

E.L.A., supra. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que, 

ante la ausencia de jurisdicción, “lo único que puede hacer [un 

tribunal] es así declararlo y desestimar el caso”. Carrattini v. 

Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 D.P.R. 345, 355 (2003), citando a 

Vega et. al. v. Telefónica, 156 D.P.R. 584 (2002). Ahora bien, los 

términos jurisdicción y competencia no son sinónimos. La 

competencia se refiere a cómo se distribuye el trabajo judicial entre 

los diferentes tribunales y salas que componen el Tribunal General 

de Justicia. Cosme v. Hogar Crea, 159 D.P.R. 1, 7 (2003). 

La competencia es determinada por la Asamblea Legislativa, 

a petición de la Rama Judicial. Art. 2.001 de la Ley Núm. 201, 

supra; Vives Vázquez v. E.L.A., supra. La norma general es que la 

competencia del Tribunal de Apelaciones se circunscribe a la 

función de revisión judicial. Art. 4.006 de la Ley Núm. 201, 4 

L.P.R.A. sec. 24y(a). El Tribunal de Apelaciones revisa las 

determinaciones originadas en el Tribunal de Primera Instancia o 

una agencia administrativa. Íd.; véase Freire Ayala v. Vista Rent, 

169 D.P.R. 418, 436 (2006). 

Sin embargo, la falta de competencia no es fundamento 

válido para desestimar una acción. Pueblo v. Rodríguez Traverso, 

185 D.P.R. 789 (2012). El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

resuelto que, ante la falta de competencia, “procede meramente 
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ordenar el traslado a la sala o tribunal llamado a atender el 

asunto”. Pueblo v. Rodríguez Traverso, supra, citando a Seijo v. 

Mueblerías Mendoza, 106 D.P.R. 491, 493-494 (1977) y Pueblo v. 

Ortiz Marrero, 106 D.P.R. 140, 143-144 (1977). 

Por otro lado, los tribunales deben ser guardianes celosos de 

la jurisdicción. Lozada Sánchez v. E.L.A., 184 D.P.R. 898, 994 

(2012). La falta de jurisdicción es un defecto que no puede ser 

subsanado. Íd. La Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, dispone que el foro apelativo, a 

iniciativa propia, puede desestimar un recurso de apelación o 

denegar un auto discrecional ante la ausencia de jurisdicción. 

Además, los tribunales no pueden asumir jurisdicción donde no 

existe y no tiene discreción para ello. Crespo Claudio v. O.E.G., 173 

D.P.R. 804, 821 (2008); Souffront v. A.A.A., 164 D.P.R. 663, 674 

(2005). El foro apelativo tiene el deber de examinar la jurisdicción 

antes de entrar en los méritos del caso. Pueblo v. Miranda Colón, 

115 D.P.R. 511, 513 (1984). 

Por otro lado, el Art. 4.004 de la Ley Núm. 201-2003, 

conocida como la Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico de 2003 (Ley de la Judicatura), 4 L.P.R.A. sec. 24w, 

establece que el Tribunal Supremo de Puerto Rico aprobará las 

reglas internas de los procedimientos del Tribunal de Apelaciones. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que las normas 

sobre el perfeccionamiento de los recursos apelativos deben 

observarse de forma rigurosa. Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 

D.P.R. 84, 90 (2013). 

El propósito de las disposiciones reglamentarias es facilitar 

el proceso de revisión apelativa y colocar al tribunal en posición de 

decidir correctamente los casos. Íd. En lo pertinente al caso de 

autos, la Regla 32(D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 
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4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, establece que el recurso de certiorari debe 

ser presentado dentro de los 30 días siguientes a la notificación de 

la resolución u orden recurrida. Véase Pueblo v. Román Feliciano, 

181 D.P.R. 679 (2011). 

El recurso presentado por el señor Rodríguez Morales 

discute asuntos relacionados con la solicitud de enmienda a la 

sentencia. El peticionario argumenta que la pena debe ser 

modificada de conformidad con la Ley Núm. 246-2014. No 

obstante, la solicitud del señor Rodríguez Morales fue declarada no 

ha lugar por el TPI el 4 de enero de 2016. Insatisfecho con el 

resultado, el peticionario reiteró sus planteamientos ante el foro 

primario, éste la acogió como una solicitud de reconsideración y la 

denegó el 29 de enero de 2016. 

El término para recurrir al Tribunal de Apelaciones mediante 

recurso de certiroari inició con la notificación de la denegatoria a la 

moción de reconsideración, el 2 de febrero de 2016. El último día 

para presentar el recurso apelativo fue el 3 de marzo de 2016. El 

señor Rodríguez Morales suscribió su escrito apelativo el 6 de junio 

de 2016. Por lo tanto, el recurso fue presentado fuera del término 

establecido para ello y procede la desestimación de la parte 

relacionada con la solicitud de enmienda a la sentencia, pues 

carecemos de jurisdicción. 

Por otro lado, el recurso del señor Rodríguez Morales 

discutió otro aspecto del caso relacionado con la solicitud de 

documentos y de litigar como indigente. A esos efectos, el último 

movimiento del caso ante el TPI fue la presentación de la 

Declaración en apoyo de solicitud para litigar como indigente (in 

forma pauperis) y ante ello dicho foro se dio por enterado. Sin 

embargo, no consta escrito alguno del peticionario sobre el alegado 

incumplimiento de la Secretaría como tampoco una adjudicación 

de una presunta solicitud para litigar  in forma pauperis. 
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A nuestro juicio, el señor Rodríguez Morales debió acudir al 

TPI a exponer sus alegaciones sobre la falta de entrega de 

documentos por parte de la Secretaría o la adjudicación de la 

solicitud para litigar como indigente. Nuestra función es revisar 

decisiones emitidas por el Tribunal de Primera Instancia como 

parte de un procedimiento apelativo y, en estos momentos, nos 

vemos imposibilitados de intervenir y adjudicar asuntos que no 

han sido planteados ante el foro recurrido. 

Por los fundamentos expuestos, decretamos el cierre y 

archivo definitivo por falta de competencia.  Se ordena el traslado 

del caso de epígrafe al Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan, para que atienda los asuntos relacionados con la solicitud de 

litigación in forma pauperis y la entrega de documentos como 

entienda procedente en Derecho. Los señalamientos de error 

relacionados con la enmienda a la sentencia al amparo de la Ley 

Núm. 246-2014 quedan desestimados por falta de jurisdicción ante 

la presentación tardía del recurso apelativo. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


